
NUEVA CONSTITUCIÓN 
Y DERECHOS SEXUALES 
Y REPRODUCTIVOS



¿POR QUÉ ES IMPORTANTE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA?

La Constitución Política de un país no solo es un texto legal, sino que es una convención social, 
un acuerdo político - jurídico que contiene un conjunto de principios, garantías, derechos e 
instituciones que rigen la convivencia social, la organización política y administrativa del país. 
Todos los actos de nuestra vida en sociedad están regulados por la Constitución, por lo cual ella 
nos puede permitir o restringir mayores derechos y garantías de acuerdo al modelo de sociedad 
y país que se acuerda implementar. Es por esto que la Constitución es tan relevante para las 
mujeres.

›› La Constitución Política es la norma más importante, y de mayor jerarquía 
de nuestro ordenamiento jurídico, es la llamada madre de todas las leyes. 

›› La Constitución establece los principios políticos, culturales, 
sociales y económicos esenciales que determinan la organización 
del Estado y las atribuciones y competencias de sus órganos. 

›› La Constitución establece la distribución del poder, los mecanismos democráticos 
para la toma de decisiones públicas y las posibilidades de participación ciudadana.

›› La Constitución consagra el  reconocimiento de derechos, individuales 
y colectivos, que tienen todas las personas que habitan el territorio 
nacional y mecanismos  para la garantía de los mismos. 



Chile necesita una Constitución que incluya estándares de derechos 
humanos, que establezca mecanismos efectivos e idóneos para 
garantizarlos, y que reconozca a la diversidad de sujetos que forman 
parte de su comunidad, particularmente a las mujeres.

¿POR QUÉ SE REQUIERE UNA NUEVA 
CONSTITUCIÓN PARA CHILE?
La demanda de una nueva Constitución Po-
lítica es un anhelo ciudadano desde la recu-
peración de la democracia a fines de los ´80. 
La Constitución actualmente vigente data de 
1980 y fue promulgada en plena dictadura cí-
vico-militar, el cual dejó sin efecto la Constitu-
ción de 1925 y creó la Comisión Ortúzar para 
que diera vida a una nueva Carta Fundamen-
tal, estableciendo una nueva institucionalidad, 
fundada sobre la base de un régimen antide-
mocrático y sometida a aprobación ciudadana 
en el plebiscito de 1980. 

Sin embargo, el plebiscito de aprobación de 
la Constitución del ´80 no puede ser conside-
rado como un ejercicio de libre elección de la 

ciudadanía en tanto se llevó adelante en una 
votación sin registro electoral, sin campaña y 
sin participación alguna de sectores de opo-
sición que estaban siendo sistemáticamente 
perseguidos por organismos de represión por 
cualquier manifestación en contra del régimen 
dictatorial.  

Desde el retorno a la democracia, luego del 
plebiscito de 1988, se impulsan en nuestro 
país diversas iniciativas ciudadanas que in-
tentan relevar la necesidad de la comunidad 
de darse una nueva Constitución que su-
pere los vicios de origen y legitimidad de la 
Constitución actualmente vigente. Luego de 
varios años de intentos fallidos de reformas 

La Constitución Política de 1980 vigente en Chile nació como expresión de 
un régimen dictatorial y sin una participación legítima de la ciudadanía, lo 
que se mantiene a pesar de las reformas que han operado sobre ella. 

¿UNA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEBE EXPLICITAR 
LOS DERECHOS QUE GARANTIZA?

Se ha iniciado en Chile una discusión en el 
ámbito político, académico y ciudadano, so-
bre la Constitución que el país necesita. Esta 
discusión ha tomado un nuevo impulso desde 
el planteamiento realizado por la Presidenta 
de la República de iniciar un proceso constitu-
yente y fijar algunas líneas de la forma que irá 
adquiriendo esta discusión y su culminación 

para definir el mecanismo de elaboración y 
aprobación de una nueva Constitución política 
para Chile.

Sobre esto existen diferentes opciones. Hay 
quienes señalan que una Constitución debe 
ser minimalista, es decir, debe establecer las 
reglas y procedimientos básicos, y el núcleo 

constitucionales, se logró la aprobación de 58 
reformas a la Carta Fundamental, efectuadas 
finalmente el año 2005 durante el Gobierno 
del ex Presidente Ricardo Lagos, que si bien 
lograron eliminar algunos de los enclaves au-
toritarios del texto constitucional original –en-
tre ellos la existencia de senadores vitalicios 
y designados y la reposición de la facultad 
presidencial para remover a los comandantes 
en jefe de Fuerzas Armadas y Carabineros- no 
terminan con su vicio de origen.

esencial de los derechos civiles y políticos. 
Por otra parte, se ubican quienes consideran 
de vital importancia que algunos de los dere-
chos fundamentales estén explicitados en la 
nueva Constitución, de modo que su exigibi-
lidad no genere ninguna duda, señalando los 
mecanismos para hacerla efectiva.



¿QUÉ SON LOS DERECHOS HUMANOS?
Los derechos humanos son garantías jurídicas universales que reconocen el valor y dignidad 
intrínseca de todas las personas sin distinción alguna y protegen a las personas y a los grupos 
de personas contra las acciones y omisiones en la gestión estatal que interfieren o vulneran las 
libertades fundamentales, los derechos y la dignidad humana.

Los derechos humanos constituyen un orden valórico cuyo centro es el ser humano y una 
condición para la democracia, ya que se conforman en base a las luchas ciudadanas por ser 
considerados sujetos de derechos. Así, a mayor vigencia de los derechos humanos, mayor 
calidad de la democracia.

Los derechos humanos son indivisibles, ya que todos ellos – sean de orden civil, cultural, econó-
mico, político o social- son inherentes a la dignidad humana; tienen el mismo status y no pueden 
ser jerarquizados; son interdependientes e interrelacionados, ya que el ejercicio de un derecho 
depende también de la realización de los demás.

Los derechos humanos son individuales y también colectivos, ya que ciertos derechos solo 
pueden garantizarse mediante el reconocimiento de los individuos como parte de un grupo.

El reconocimiento de los derechos humanos surge después 
de las dos guerras mundiales a partir del compromiso de 
los  Estados miembros de las Naciones Unidas de proteger a 
las personas de las violencias de los Estados y de garantizar 
la vigencia de derechos fundamentales para la dignidad 
humana. Muchos de estos derechos han sido integrados 
a las constituciones de los países democráticos.



¿CUÁLES SON LOS PRINCIPALES TRATADOS 
QUE SUSTENTAN EL DERECHO INTERNACIONAL 
DE LOS DERECHOS HUMANOS?

¿QUÉ ES EL DERECHO INTERNACIONAL 
DE LOS DERECHOS HUMANOS?

El derecho internacional de los derechos humanos establece las obli-
gaciones que los estados deben respetar y se materializa en pactos 
y tratados. Al ratificar un  tratado internacional, el Estado asume  las 
obligaciones y los deberes de respetar, proteger y garantizar los dere-
chos humanos. 

Las definiciones clave de los derechos humanos figuran en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en 9 tratados internacionales princi-
pales de derechos humanos y en protocolos facultativos asociados a dichos tratados que complementan y completan el tratado o que se refieren 
a aspectos de procedimiento que pueden afectar la manera en que un tratado funciona o se aplica.

OBLIGACIONES DE LOS ESTADOS AL RATIFICAR UN TRATADO DE 
DERECHOS HUMANOS

›› Respetar, lo que implica abstenerse de interferir o 
limitar el disfrute de los derechos humanos.

›› Proteger, lo que implica que los Estados impidan los abusos 
de los derechos humanos contra individuos y grupos. 

›› Garantizar, lo que implica que el Estado adopte 
medidas destinadas a facilitar el disfrute de los 
derechos humanos, adecuando su legislación 
interna para que dicho disfrute sea posible.

TRATADOS DE DERECHOS HUMANOS

›› Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(1966) y sus dos protocolos facultativos

›› Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales (1966) y su protocolo facultativo (2008)

›› Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer 
(1979) y su protocolo facultativo (1999)

›› Convención contra la tortura y otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes 
(1984) y su protocolo facultativo (2002)

›› Convención sobre los derechos del niño (1989) 
y sus tres protocolos facultativos (2000)

›› Convención internacional sobre la protección 
de los derechos de todos los trabajadores 
migratorios y de sus familiares (1990)

›› Convención internacional sobre los derechos de las personas 
con discapacidad (2006) y su protocolo facultativo (2006)

›› Convención internacional para la protección de todas las 
personas contra las desapariciones forzadas (2006)

›› Convención Internacional sobre la Eliminación de 
todas las formas de discriminación racial (1965)



A nivel regional se cuenta con la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos, ratificada por Chile en 1990. En ella se definen 
los derechos humanos que los Estados parte se comprometen inter-
nacionalmente a respetar y a dar garantías para que sean respetados. 
La Organización de Estados Americanos (OEA) contempla distintos 
órganos y mecanismos para la protección de los derechos humanos 
en la región, como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH) y la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).

Además, se cuenta con la Convención Interamericana para Pre-
venir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Con-
vención de Belém do Pará) ratificada por Chile en 1996, la cual define 
la violencia contra las mujeres, establece el derecho de las mujeres 
a vivir una vida libre de violencia y destaca a la violencia como una 
violación de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, 
proponiendo mecanismos de protección y defensa de los derechos de 
las mujeres como bases esenciales para avanzar en la erradicación de  
todas las formas de violencia contra las mujeres en el ámbito público 
y en el privado.

¿CÓMO SE INCORPORAN LOS 
TRATADOS INTERNACIONALES EN LA 
NORMATIVA JURÍDICA INTERNA?
Es en las propias constituciones nacionales en las que se define de qué 
modo ingresan los tratados en el ordenamiento jurídico interno. Esta 
incorporación puede ocurrir de cuatro maneras diferentes:

Supraconstitucional: los tratados internacionales de derechos hu-
manos prevalecen por encima de la constitución nacional, lo que está 
estipulado de esa manera en el propio texto constitucional. Esta forma 
de incorporación implicaría que en caso de que una norma internacio-
nal colisiona con una norma constitucional, sería la norma constitucio-
nal la que se invalidaría prevaleciendo la normativa internacional.

Constitucional: los tratados internacionales tendrían la misma jerar-
quía que la Constitución. En caso de colisionar los derechos estableci-
dos en una y otro, se debiera aplicar el principio pro persona, es decir, 
se aplica aquello que más favorezca a la persona.

Supralegal: los tratados se ubican bajo la Constitución Política pero 
sobre las leyes, por lo que en caso de colisión con alguna ley, prima lo 
establecido en el tratado.

Legal: los tratados internacionales están a un mismo nivel jerárquico 
que las leyes nacionales.

La actual Constitución Política de Chile 
no ha establecido en forma expresa 
la jerarquía con que cuentan los 
tratados internacionales de derechos 
humanos en el país. Sin duda, en 
una nueva Constitución esto debe 
ser explicitado, reconociendo estatus 
supraconstitucional a los tratados 
de derechos humanos, de modo de 
garantizar la incorporación desde el 
máximo nivel de jerarquía jurídica 
de los acuerdos que el país suscribe 
en materia de derechos humanos.



¿QUÉ DERECHOS DE LAS MUJERES DEBIERA 
GARANTIZAR UNA NUEVA CONSTITUCIÓN?
La nueva Constitución Política de Chile debiera incorporar no sólo un 
reconocimiento expreso a la igualdad entre varones y mujeres en y ante 
la ley, sino que además debiera consagrar los derechos colectivos de 
las mujeres, aquellos que nacen de su diferencia sexual, de modo de 
avanzar a través de este reconocimiento en la superación de la  discri-
minación hacia las mujeres.

En este escenario, los principios fundamentales que debieran ser re-
cogidos en un nuevo texto constitucional, desde una perspectiva de 
género son, al menos, los siguientes:

PRINCIPIOS FUNDAMENTALES EN UNA NUEVA CONSTITUCIÓN

›› Principio de igualdad y no discriminación en el pleno 
goce y ejercicio de todos los derechos, garantizando 
además el derecho a vivir una vida libre de violencia.

›› Principio de Acción Positiva, que permita enfrentar las 
desigualdades a través de medidas correctivas que generen 
las condiciones para  la igualdad de oportunidades de 
hombres y mujeres para acceder a los distintos espacios 
de la vida social, económica, cultural y política del país.

›› Principio de inclusión, que se refleje en la utilización 
de un lenguaje inclusivo y no sexista. 

›› Principio de paridad, que asegure la participación equitativa 
de mujeres y hombres en los ámbitos público y privado.

Enmarcados en estos principios surgen derechos específicos de las 
mujeres que debieran estar consagrados en una nueva Constitución:

DERECHOS ESPECÍFICOS QUE NACEN DE LA DIFERENCIA 
ENTRE LOS SEXOS EN UNA NUEVA CONSTITUCIÓN

›› Derechos sexuales y reproductivos 

›› Derecho a la maternidad voluntaria

›› Derecho al reconocimiento del trabajo 
realizado: reconocimiento formal del trabajo 
doméstico como labor productiva. 

›› Derecho a la igualdad y corresponsabilidad en las 
labores de cuidado y las responsabilidades familiares

›› Derecho a la igualdad de remuneración 
por trabajos de igual valor

›› Derecho al reconocimiento de las diversas familias 
e iguales derechos para todas las familias

›› Derecho a una representación equilibrada de todos 
y todas en la toma de decisiones públicas

›› Derecho al buen vivir



La concreción de estos derechos debe considerar las especificidades 
que surgen de las diferencias entre mujeres, incluyendo al menos las 
particularidades de las mujeres indígenas, así como aquellas que se 
producen por vivir con alguna discapacidad, por orientación sexual, por 
edad o por ser parte de la población inmigrante.

Dentro de estos derechos, se prestará aquí especial atención a los 
derechos sexuales y reproductivos.

¿QUÉ SON LOS DERECHOS SEXUALES 
Y REPRODUCTIVOS?

Los derechos sexuales y reproductivos son aquellos que permiten a 
todas las personas, sin discriminación ni violencia o coerción, ejercer 
plenamente su sexualidad como fuente de desarrollo personal y decidir 
autónomamente sobre la sexualidad y reproducción, contando para ello 
con la información, los medios y servicios que así lo permitan.

Los derechos sexuales y reproductivos no son privativos de las mu-
jeres, son derechos de todas las personas, pero son especialmente 
importantes para las mujeres y las personas LGTBI, porque la toma 
de decisiones sobre el cuerpo, la sexualidad y reproducción implica 
poder y autonomía y porque la toma de decisiones sobre la sexualidad 
y reproducción, construye ciudadanía.

El control de la sexualidad y el cuerpo de las mujeres ha sido histó-
ricamente un dispositivo de dominación para mantener su si-

tuación de subordinación. La oportunidad de incorporar la 
consagración de los derechos sexuales y reproductivos 

en un nuevo texto constitucional contribuye a la 
reivindicación de las mujeres como sujetas 

plenas de derechos.



¿CUÁLES SON LOS DERECHOS 
SEXUALES Y REPRODUCTIVOS? 

›› Derecho a vivir libre de coerción, discriminación y violencia 
relacionada con la sexualidad e identidad sexual

›› Derecho al más alto estándar posible de salud sexual, 
incluyendo el derecho al acceso a servicios de salud sexual

›› Derecho a buscar, recibir y compartir 
información relacionada con la sexualidad

›› Derecho a recibir educación en sexualidad, incluyendo 
información sobre prevención de infecciones de 
transmisión sexual, particularmente VIH.

›› Derecho al respeto de la integridad corporal

›› Derecho a escoger a la pareja

›› Derecho a decidir si se es sexualmente activa o no

›› Derecho a disfrutar de relaciones sexuales consensuadas

›› Derecho a decidir en forma libre y autónoma el 
número y espaciamiento entre los hijos e hijas

›› Derecho a acceder a servicios de salud 
reproductiva sin discriminación 

›› Derecho a la atención obstétrica

›› Derecho a decidir si procrear o no

›› Derecho a protección especial antes y después del parto

›› Derecho a acceder a métodos eficaces de anticoncepción 

›› Derecho a gozar la salud sexual y reproductiva 
libre de interferencias, como por ejemplo las 
esterilizaciones forzadas o sin consentimiento

¿QUÉ LE HA RECOMENDADO AL ESTADO DE CHILE EL 
CONSEJO DE DERECHOS HUMANOS EN EL MARCO 
DEL EXAMEN PERIÓDICO UNIVERSAL (EPU)?

El Consejo de Derechos Humanos fue creado por la Asamblea General 
de Naciones Unidas en el año 2006 como un órgano subsidiario de la 
Asamblea General, para sustituir a la Comisión de Derechos Humanos, 
asumiendo las funciones de vigilar la situación de derechos humanos 
en todas las regiones; responder a emergencias sobre denuncias de 
violaciones graves y sistemáticas a los derechos humanos; y promover 
el desarrollo de estándares e instrumentos en el derecho internacional 
de los derechos humanos. 

La Asamblea General de las Naciones Unidas definió que el Consejo 
debe realizar un examen periódico universal (EPU) sobre el cumpli-
miento que da cada Estado Parte a las obligaciones y compromisos 
internacionales en materia de derechos humanos. 

Chile ha debido rendir este examen en dos oportunidades: en el año 
2009 y en el 2014. En el EPU 2014, entre las recomendaciones acep-
tadas por el Estado de Chile referidas a derechos sexuales y reproduc-
tivos se cuentan:

›› Revisar y modificar la legislación actual que 
criminaliza la interrupción del embarazo en todas 
las circunstancias, incluidos los casos de violación, 
incesto, situaciones en que la vida de la mujer 
corre peligro y en caso de inviabilidad del feto.

›› Adoptar medidas para reforzar y proteger los derechos 
sexuales y reproductivos de la mujer, en consonancia con 
las recomendaciones del Comité para la Eliminación de 
la Discriminación contra la Mujer; revisar la legislación 
nacional sobre el aborto; y hacer cumplir las leyes 
nacionales relativas al acceso a medios anticonceptivos.

›› Revocar todas las leyes que criminalizan a las 
mujeres y a las jóvenes que hayan abortado.

›› Adoptar medidas para garantizar un reconocimiento 
pleno y efectivo de los derechos sexuales y 
reproductivos, en particular mediante la despenalización 
de la interrupción voluntaria del embarazo.



¿QUÉ LE HAN RECOMENDADO A CHILE LOS 
ÓRGANOS QUE VELAN POR EL CUMPLIMIENTO 
DE LOS COMPROMISOS ADQUIRIDOS POR LOS 
ESTADOS EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS?

PREOCUPACIÓN POR 
EMBARAZO ADOLESCENTE, 
EDUCACIÓN SEXUAL Y 
ACCESO DE NIÑAS A 
ABORTO SEGURO:
El Comité de Derechos del Niño, que vela por 
el cumplimiento de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, señaló a Chile el 2015 su 
preocupación por “la elevada tasa de emba-
razos de adolescentes, la escasa calidad de 
los programas de educación sexual y la falta 
de adhesión a los protocolos por parte de los 
profesionales de la salud, factores todos ellos 
que limitan el acceso efectivo de los adoles-
centes a la información y los anticonceptivos” 
y le recomienda que adopte “una política ge-
neral de salud sexual y reproductiva para los 
adolescentes que respete la confidencialidad 
y la privacidad, prestando especial atención 
a la prevención de los embarazos de niñas, 
y aumente la concienciación y el fomento de 
las conductas sexuales y la paternidad/mater-
nidad responsables, prestando igual atención 
a niños y hombres”; que “mejore la calidad 
de los programas de educación sexual para 
los niños y las niñas y la formación profesio-
nal de los profesionales de la salud”;  que 
despenalice “el aborto, revise sus leyes para 
garantizar el interés superior de las adoles-
centes embarazadas y asegure, en la ley y en 
la práctica, el acceso de las niñas a abortos 
en condiciones de seguridad y a servicios de 
atención después del aborto, y que las opi-
niones de las niñas se escuchen y se tengan 
siempre en cuenta en las decisiones relativas 
a los abortos”.

PREOCUPACIÓN POR LA 
PROHIBICIÓN DEL ABORTO Y 
EL ABORTO CLANDESTINO:
El Comité de Derechos Humanos, que vela por 
el cumplimiento en el país del Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos, le ex-
presó a Chile el 2014 su “preocupación por la 
persistencia de la criminalización absoluta del 
aborto que obliga a las mujeres embarazadas 
a buscar servicios de abortos clandestinos 
que ponen en peligro su vida y su salud”, y le 
señala que “debe establecer excepciones a la 
prohibición general del aborto, contemplando 
el aborto terapéutico y en los casos en que 
el embarazo sea consecuencia de una viola-
ción o incesto”, así como “asegurar que los 
servicios de salud reproductiva sean accesi-
bles para todas las mujeres y adolescentes, 
en todas las regiones del país”, multiplicando 
y asegurando “la aplicación de programas 
de educación y sensibilización sobre la salud 
sexual y reproductiva, en particular entre la 
población adolescente”. 

PREOCUPACIÓN POR 
EMBARAZO ADOLESCENTE 
Y NECESIDAD DE LEGISLAR 
SOBRE INTERRUPCIÓN 
DEL EMBARAZO:
El Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, que vela por el cumplimiento del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, señaló a Chile el 2015 
su preocupación por “la vigencia de una es-
tricta prohibición del aborto” y por “las altas 
tasas de embarazo en la adolescencia, debido 
en parte a la falta de servicios de salud sexual 
y reproductiva e información adecuados” y le 
recomienda que agilice “la adopción del pro-
yecto de ley sobre la interrupción voluntaria 
del embarazo y garantice su compatibilidad 
con derechos fundamentales como el de la 
salud y la vida de la mujer, considerando la 
ampliación de las circunstancias permitidas”.

PREOCUPACIÓN POR 
EXTRACCIÓN DE 
CONFESIONES A MUJERES 
QUE SE HOSPITALIZAN 
POR COMPLICACIONES 
DE ABORTO:
El Comité contra la Tortura, que vela por el 
cumplimiento de la Convención contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhu-
manos o Degradantes, le recomendó a Chile 
el 2004 que elimine “la práctica de extraer 
confesiones a efectos de enjuiciamiento de 
las mujeres que buscan atención médica 
de emergencia como resultado de abortos 
clandestinos” y que, de conformidad con las 
directivas de la Organización Mundial de la 
Salud, garantice “el tratamiento inmediato y 
sin condiciones de las personas que buscan 
atención médica de emergencia”.  



PREOCUPACIÓN POR 
PENALIZACIÓN DEL ABORTO, 
ACCESO A MÉTODOS 
ANTICONCEPTIVOS, 
EDUCACIÓN SEXUAL 
Y ESTERILIZACIONES 
NO CONSENTIDAS:
El Comité para la eliminación de la discrimina-
ción contra la mujer, que vela por el cumpli-
miento de la Convención sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación Contra 
la Mujer, en el 2012 reitera la preocupación 
manifestada en sus anteriores observaciones 
finales “en el sentido de que el aborto sigue 
siendo un delito en toda circunstancia” y ma-
nifiesta su preocupación por “las dificultades 
experimentadas por las mujeres para acce-
der a métodos anticonceptivos y servicios de 
planificación de la familia y disponer de esos 
métodos y servicios”. El Comité insta a Chile 
a adoptar “todas las medidas necesarias para 
proporcionar un acceso adecuado a servicios 
de planificación de la familia y anticoncepti-
vos, incluida anticoncepción de emergencia, 
a fin de evitar los embarazos prematuros y 
garantizar la debida aplicación de la nueva le-
gislación por las municipalidades”; a que vele 
“porque el personal médico solicite el con-
sentimiento plenamente informado antes de 
realizar esterilizaciones”; revise “la legislación 
vigente sobre el aborto con miras a despenali-
zarlo en los casos de violación, incesto o ries-
go para la salud o la vida de la madre”; realice 
“un estudio exhaustivo, con datos estadísti-
cos, de los abortos ilegales y practicados en 
condiciones de riesgo y de sus consecuen-
cias para la salud y la vida de las mujeres”. 
También recomienda al Estado que incluya 
“programas generales sobre salud y derechos 
de índole sexual y reproductiva dentro de los 
programas escolares ordinarios dirigidos a los 
adolescentes de uno y otro sexo, incluidas las 
escuelas de formación profesional, prestando 
especial atención a la prevención de los em-
barazos de adolescentes”.

La prohibición absoluta con respecto a la interrupción 
del embarazo que opera en Chile ha generado 
preocupación tanto en el Consejo de Derechos Humanos 
como en diversos órganos de tratado, particularmente 
en los Comités que velan por el cumplimiento del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, de la Convención para la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer, la Convención sobre los Derechos 
del Niño, y la Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes.

El proceso constituyente que se ha iniciado 
en Chile representa una oportunidad para 
que las mujeres se organicen y exijan el 
reconocimiento y consagración de sus derechos 
en la nueva constitución. Es el momento de 
construir un nuevo contrato social y sexual.



www.humanas.cl


